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JUICIO DE NULIDAD

EXPEDIENTE: TJA/4.SERA/JRAEM-
019t2020.

ACTOR  

AUTORIDADES RESPONSABLES:
SECRETARIO DE SEGURIDAD
PÚBLICA DE XOXOCOTLA,
MORELOS (sic)

MAGISTRADO PONENTE: MANUEL
GARCiA QUINTANAR

Cuernavaca, Morelos, junio ocho de dos mil veintidós

SENTENCIA definitiva, dictada en el juicio de nulidad
identificado con el número de expediente TJA/4aSERA/JRAEM-
01912020, promovido por , en

contTa de| SECRETARIO DE SEGURIDAD PÚBLICA DE

XOXOCOTLA, MORELOS.
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Acto impugnado

Autoridades
demandadas

"Lo constituye la remocion y destitucion
del cargo de policía preventivo, de la
que fui objeto el día 31 de Mayo del año
2020, por conducto del  

, esfe en su
carétcter de SECREIAR/O DE
SEGURIDAD PÚBLICA DEL
MUNICIPIO DE XOXOCATLA,
MORELOS." (sic)
"3 SECRETARIO DE
SEGURIDAD PÚBLICA DE

XOXOCOTLA, MORELOS "

(sic)

Actor o demandante .

Canstitucion Local Constitución Política del Estado

Libre y Soberano de Morelos.



Ley de Ia materia

Ley del Sisfema

Tribunal u
jurisdiccional

Ley de Justicia Adrnirnistrativa del
Estado de Morelos

Ley del Sistema dq Seguridad
Pública del Estado dq Morelos.

organo Tribunal de Justicia Administrativa
del Estado de Morerlos.

ANTECEDENTES

PRIMERO. Por escrito recibido el diecinruqve de junio de
dos mil veinter,    por derecho
propio, compareció ante este Tribunal a demandar la nulidad lisa
y llana del acto impugnado, señalando cqmo autoridad
demandada al secretario de seguridad pública de Xoxocofla,
Morelos. Relató los hechos, las razones por ras que se impugna
el acto o resolución, y, ofreció los medios de prueba que fueron
agregados al expediente que hoy se resuelve.

sEGuNDo. una vez subsanada la prevención, en auto del
oclro de septiembre de dos mil veinte2, la demanda fue admitida;
con las copias del escrito inicial de demanda y Eus anexos, se
ordenó correr traslado y ernplazar a la autoridap demandada,
para que dentro del plazo de diez días formulara contestación
con el apercibimiento de ley.

TERCERO. En auto de fecha veintiuno de octubre de dos
mil veinter, se tuvo por contestada la demanda en tiempo y forma;
en consecuencia, se ordenó dar vista del escrito correspondiente
a la actora, para que en el plazo de tres días rranifestara lo que
a su derecho correspondiera, apercibida que de no hacerlo se
tendría por perdido su derecho para tal efecto.

cuARTo. Por auto de fecha seis de novierrrbre de dos mil
veinter, se le hizo efectivo el apercibimiento a la adtora que fuese
decretado en auto de fecha veintiuno de octubre de dos mil
veinte, por ende, se le tuvo por perdido su derecho para realizarlo
con posterioridad.

I l:o.jas l-4.
: l'o.¡as i6-40
r Fo.las 64-6(r
I t-'o.ja 7 l.

2



TJA
IRIBUNAL DE JUSTICIAAD[,llNlSTRAIIVA

DEt ESTADO DE I\,4ORELOS

TJ A/4" S E RA/ J RAEM.O 1 9/2 A 20

QUINTO. Mediante acuerdo de fecha dieciséis de marzo

de dos mil veintiuno'', fue desechada la ampliaciÓn de demanda

que presentó el actor, por no haber cumplido con lo establecido

en los artículos 42 y 43 de la Ley de Justicia Administrativa del

estaclo de Morelos.

SEXTO. El veinticuatro de marza del año dos mil

veintiuno(', se mandó abrir eljuicio a prueba por el término comÚn

de cinco días para las partes.

SEPTIMO. Por auto de fecha tres de mayo de dos mil

veintiunoi, la Sala Especializada de instrucción proveyÓ las

pruebas ofrecidas por los contendientes, así como las pruebas

para mejor proveer.

OCTAVO. Mediante auto de fecha cuatro de marzo del año

en cursos, se tuvo a la Sindica y otras autoridades del H.

Ayuntamiento Constitucional de Xoxocotla, Morelos, atendiendo

el requerimiento realizado el dieciocho de febrero del año dos mil

veintidós, y se ordenó dar vista a las partes para que manifestara

lo que a su interés correspondiera, con el apercibimiento de ley.

NOVENO. El veintiocho de mazo del año dos mil

veintidós", se le tuvo a la parte actora realizando sus

manifestaciones respecto a la vista ordenada en acuerdo de

fecha cuatro del mes y año señalado en lÍneas que anteceden;

no obsta, al advertir que la actora carecía de representante
procesal calificado, en aras de no vulnerar sus derechos

humanos, se pronunció sobre las pruebas que aportÓ y se ordenÓ

dar vista a la parte demandada para que manifestara lo que a su

interes correspondiere, con el apercibimiento de ley

correspondiente.

DÉCIMO. La audiencia de Ley tuvo verificativo el día dos

de mayo del año en curso"', se declaró abierta la audiencia,

haciéndose constar únicamente la comparecencia del

representante procesal de la parte demandante, no así la
autoridad demandada, y, al no existir cuestiones incidentales

5 Fo.ias 99 y 100.

" Fo.ja 105.

' I'o.jas I l9-122.
s Fo.ias 33 I 1, 332.
'' ['-o.ias ]90 -v 391
r" Fo.jzrs 407-4 l0
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pend¡entes por resolver, se procedió al desahogo de las pruebas
ofrecidas, pasándose a la etapa de aregatos en la que se hizo
constar que únicamente la demandante por conducto de su
representante procesal formuló los mismos.

Al concluir, por encontrarse debidamente integrado el
expediente, se declaró cerrada la instrucción, y los autos en
estado de dictar sentencia

RAZONES Y FUNDAMENTOSi

I. COMPETENCIA

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el
presente asunto, en virtud de que se promueve en contra de
actos de autoridad emitidos por el secretario de seguridad
Pública del Municipio de Xoxocoila, Morelos. derivados de la
relación administrativa de este con la actora

 

Lo anterior con fundamento en ros artículos 116 fracción V
de la constitución Política de los Estados unidos Mexicanos, 10g
bis de la Constitución Local, 1, 3, T , g5, 86 y gg de la Ley de
Justicia Administrativa del Estado de Morelos; 1, 3 fracción lX, 4
fracción lll,'16, 18 inciso B) fracción il, inciso l) y la disposición
transitoria segunda de la Ley orgánica del Triburlal de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, ambos ordenamientos
legales publicados el día diecinueve de julio del dos mil diecisiete
en el Periódico oficial "Tierra y Libertad" numero 5514., 43
frac;ción 1ll,47 fracción ll y 196 de la Ley del sistema de seguridad
Pública del Estado de Morelos.

II. EXISTENCIA DEL ACTO.

Por razón de método en el Juicio de Nulidad, en primer
lugar, se debe analizar y resorver respecto a la existencia o
inexistencia del acto impugnado, pues de no existir el acto que
se impugna, por razones de lógica, resultaría ocioso ocuparse de
cualquier causa de improcedencia, u ocuparse del estudio de
fondo de la controversia pranteada, es decir, que, para el estudio
de Ías causales de improcedencia, o de fondo, primero se debe
de tener la certeza de que son ciertos los actos impugnados.
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En el escrito inicial de demanda, la demandante
, demandó la remoción y

destitución del cargo de policía preventivo, de la que fue objeto
el día 31 de mayo del año 2020, por conducto de  

, en su carácter de Secretario de Seguridad
Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Xoxocotla, Morelos.

Por su parte, la autoridad al contestar la demanda,
mencionó que el actor no fue despedido en forma alguna, ni en

la fecha que Ìndican ni en ninguna otra fecharr, rìo obsta ello,

mencionó de manera específica entre otras cosas en el apartado
de HECHOStt, qLte la parfe actora quiere engañar al tribunal
administrativo, toda vez que abandono su servicio de trabajo y
que negaba que la haya despedido, sin embargo, no negó que la
relación administrativa existió y actualmente se encuentra
concluida.

En consecuencia, se acredita la existencia del acto
consistente en "...la remocion y destitucion del cargo de policía
preventivo, de la que fue objeto el día 31 de mayo del año 2020,
por canducto  , en sLt carácter
de Secretario de Seguridad Publica del Municipio de Xoxocotla,
Morelos ", de la demandante  ,
cuya legalidad o ilegalidad será materia del estudio de fondo del
presente fallo.

III. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA.

Por tratarse de una cuestión de orden público y estudio
preferente, en términos de lo establecido en el último párrafo del

artículo 37 de la ley de la materia, esta potestad procede a

realizar el estudio de las causales de improcedencia, para

verificar si en la presente controversia se actualizaalguna de las

previstas en el precepto mencionado.

lndependientemente de que no se hace valer causal de

improcedencia alguna, este colegiado tampoco advierte que

hasta el momento se actualice alguna de las causales de

improcedencia establecidas en la Ley de la materia; lo que no

impide que se realice el pronunciamiento legal correspondiente.

rr Foia -54 irltinro párrafb
r: Fo.ia 55 nrrrtrelal I y 2.
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IV. FIJACIÓN CLARA Y PRECISA
CONTROVERTIDO.

DEL PUNTO

En terminos de lo previsto por el artículo Bd fracción r de ra

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Mordlos, se procede
a fijar de manera clara y precisa el punto controvertido.

La controversia a dilucidar en el presente juicio se centra
en determinar si la remocion y destitucion der cargo de pottcía
preventivo, efectuada el día 31 de mayo del año 2020, de la
actora  , resulta ilegal o no.

V. RAZONES DE IMPUGNACIÓN.

Las razones de impugnación esgrimicla$ por la parte
demandante se encuentran visibles en la foja tres del sumario en
cuestión, mismas que se tienen aquí corno íntegramente
reproducidas en obvio de repeticiones innecesarias, pues el
hecho de omitir su transcripción en er presente fJllo, no significa
que este Tribunal en Pleno, esté imposibilitado pa
las mismas, cuestión que no implica violación a p
de la ley de la materia, esencialmente, cuanclo
ex[raustividad se colma con el estudio de ca(
razones de impugnación esgrimidas por la parte c

'lNouena Epoca, Núm. de Registro. 164618, lnstancia: Segunda Sala, Jurispruden
Judicial de fa Federacrôn y su Gaceta, Tomr: XXXI, Mayo de 2010, Materia(s)
58/2010 Página: 830

Al efecto es aplicable el criterio jurisprudencial con el
rubro siguiente:

"coNcãpTos DE WOIAC\O¡U O AGRAVIOS.
PARA CUMqL\R CON rOS pRtNc,tp/gs DE
çaNGRUENC4A y EXHAUST|VTDAD qN rÁS
SENTE/VCIAS DE AMPARQ FS /NA'ECES4R/,4 SU
rRAA/SCRIPCION.13

De /os preceptos integrantes det capituto X "De las
senlencias", del título prrmero "Reglas gerr¡erales,,,
del libro prrmero "Del amparo en general", d,e ta Ley
de Amparo, no se advÌer-te como obligacion para el
juzgador que transcriba los concepfos dr> violacion
o, en su caso, /os agravios, para cumplir con los
principios de congruencia y exhaustividad en las

ra el estudio de
recepto alguno
el principio de
la una de las
rctora.

cia. Fuente: Semanario
: Común. Tesis: 2a./J.
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sentencias, pues tales principios se satisfacen
cuando precisa /os puntos suiefos a debate,
derivados de la demanda de amparo o del escrito de
expresion de agravios, /os estudia y ies da

respuesfa, la cual debe estar vinculada y
corresponder a los planteamienfos de legalidad o
constitucionalidad efectivamente planteados en el
pliego correspondiente, sin introducir aspeclos
disfinfos a los que conforman la litis. Stn embargo, no
exrsfe prohibicion para hacer tal transcripcion,
quedando al prudente arbitrio del iuzgador realizarla
o no, atendiendo a las caracterísficas especiaies dei
caso, srn demerito de que para safisfacer ios
principios de exhaustividad y congruencia se
estudien /os planteamientos de legalidad o
inconstitucionalidad que efectivamente se hayan
hecho valer."

VI. ANÁLISIS DE LAS RAZONES DE ¡MPUGNACIÓN

En el escrito inicial de demanda, la actora
 demandó la remociÓn y destituciÓn del cargo

de policía preventivo, de la que fue objeto el día 31 de mayo del

año 12020, esto es, su remoción verbal de su cargo de Policía

Preventivo, realizada el treinta y uno de mayo del año dos mil

veinte, por , en su carácter de Secretario

de Seguridad Pública del Municipio de Xoxocotla, Morelos.

Por su parte, la autoridad al contestar la demanda,

manifestó:

"1. Es cierto en parte de lo expuesto en el primer
punto de hechos y efectivamente el actor sí entro a

prestar sus servicios en la fecha que menciona y
con el puesfo de Policía Municipal de dicho
Municipio, con Ltn salari por la cantidad de

  
   de manera

quincenal, mas una remuneración por la cantidad de
   

 debido a que laborábamos unas horas mas,
debido altianguis dominical, la parte quiere engañar
altribunal administrativo, toda vez que abandono
su servicio de trabajo, asi mìsmo hacerle saber al
H. Tribunal de Justicia Admintstrativa del Estado, que
la Secretaria de Seguridad Pública perlenece al H.

Ayuntamiento no de manera par-ttcular.

2. No es cierlo lo asentado por el actor en el segundo
punto de hechos y por tanto niego que Io haya
despedido, puesto que en ese dia me encontraba
en un operativo, la cual era imposible poder tener
contacto físicamente y verbal con el hoy actor, ya
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que todas y cada una de las novedade,s e dicha
comandancia se asientan en la bitácora,
en su momento ofreceré como prueba
actuado y la cual queda registro, así mismo
conacimiento al H. Tribunal Ad,minìstrativ,c
Secretaria de SegurÌdad publica
directamente al Ayuntamiento Mun
consecuencia el patrón directo es

que
todo lo
doy de

dicha

y por
el H.

tuve un
ya que

un

el día que señala de que fue objeto <te despido
injustificado yo me encontraba en un yen
consecuencia de Io que se seña/a en últimos
párrafos de la misma quiere, obrar de mala y hacer
caer al H. Tribund en un error para poder
beneficio a su favor." (Sic)

Lo resal

De lo transcrito se obtiene esencialmente, q

actora quiere engañar al Tribunat Administr.ativo
abandonó su servicio de trabajo y que niega
despedido.

Ayuntamiento

3. ¡Vo es cierto lo asentado por el actor en tercer
y último punto de hechos, ya que jamás
contacto físicamente y mucho menos verb

386 y 387 del Código Procesal Civil para el Ës
aplicables complementariamente a la Ley
disponen:

demandada arEumenta que la actora no fue ders dida en forma
alguna, ni en la fecha que indica ni en ninguna ot

ado es propio

e la autoridad

fecha, que la
toda vez que
que la haya

o de Morelos,
d la materia,

Al respecto, en cuanto a la carga de,la , los artículos

"Artículo 386. Carga de ta prueba. Las
asumiran la carga , de la prueba de /os
constituti.vos de susrpretensiones. Así /a
afirme tendra la carga de ta prueba,
res;pecfivas proposioiones de hecho, y los
sobre los que el adversario tenga a su fa
presuncion legal.

En casos de duda respecto a la atribucion de
de la prueba, ésta se rendira por la parte
encuentre en circunstancias de mayor
proporcionarla; o, si esio no pudiere det

la prueba. El que niega soto tendra la c
prueba:

por el Juez, corresponderá a quien sea favo
efecto jurídico del hecho que deba probarse"

"Ar1ículo 387. Excepciones al principio de ta ade

partes
hechos

que
SUS

una

carga
UC SE

para
arse

el

8

de la



TJA
TRIBUNAL DE JUSÏICIAADIVINISTRAÏIVA

DEL ESTADO DE I\IORELOS

TJ A,/4"5 ERA/J RAEM-01 9/2020

l. Cuando la negacion, no siendo indefinida,
envuelva la afirmacion expresa de un hecho; aunque
la negativa sea en apoyo de una demanda o de una
defensa; ll. Cuando se desconozca la presuncion
legal que tenga en su favor el colitigante;

lll. Cuando se desconozca la capacidad procesal; y,

IV. Cuando la negativa fuere elemento constitutivo
de la pretension".

Del contenido de los numerales transcritos se advierte
una regla de conducta procesal para las partes, al señalarles
cuáles son los hechos que deben probar; fundamentalmente, que

asumirán la carga de la prueba de los hechos constitutivos de

sus pretensiones, y, que el que afirma está obligado a probar.

No obsta, se establece una excepción al principio rector
de la prueba consistente en que "e/ que afirma esta obligado a

proberf', relativa a que el que niega se encuentra obligado a

proberr cuando dicha negativa encierre la afirmación expresa de

un hecho.

En efecto, la carga de la prueba en el procedimiento en

que se ventila la culminación de una relación laboral,

independientemente de la naturaleza administrativa que pueda

tener, procura el derecho a un proceso justo y privilegia el

conocimiento de la verdad, en la medida en que incentiva el

equilibrio material entre trabajador y patrón dentro del proceso,

al fijar el deber de acreditar determinados hechos a la parte que

está en un mejor contexto de aportar los elementos de convicción
inherentes a la relación que los vincula.

Sobre esta base y tomando en cuenta que, en el presente
juicio, la actora atribuyó a la autoridad demandada su remoción
y destitución (verbal), y ésta, aunque lo negó, aceptó que existió
una relación administrativa, pero no expresa de manera
uniforme, por qué ya no les presta sus servicios la actora

 decir, no se refirieron a todos
los hechos relacionados con sus pretensiones,

consecuentemente, en los omitidos opera la presunción legal de

ser ciertos, salvo prueba en contrario, conforme al artículo 47 de

la Ley de la materia.
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Por tanto, atento a dicho precepto y al diverso 3g6 del
código Procesal civil local, de aplicación comprementaria,
corresponde a la demandada la carga de probar que la actora
deió de prestar sus servicios por una causa no imputable a ella
sino, en todo caso, a la actora.

En apoyo a esta conclusión, se inserta el siguiente criterio
del cuarto Tribunal colegiado del Décimo octavo circuito:

"CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO ANTE EL
TRTBIJNAL DE Lo coNre/veroso
ADMTNTSTRATTVO DEL ESTAEO DE MOFETOS.
coRRESPoNDE A rÁs auronloaoes
DEMANDADAS CUANDO EL AC'rOK IES
ATRIBUYE SU DESPIDO INJUSTIFICADO Y
Ésrns,- AUN?UE Lo NIE.GAN, AIEF,TAN eul
CNSNO UNA NETEAOU ADMINISTRATIVA
pERo No MANI'i,ESTAN pon euÉ yÁ No LEs
PRESTA SUS SERY/C/OS. /'

Cuando el actor en et juicio ante el Tribunal de lo
Contencioso Administrativo del Estado de Morelos
atribuye a las autoridades demandadas su despido
injustificado, y éstas, aunque lo ntegan, aceptan que
existio una relacion admtnistrativa -no l¿tboral- con
aquel, pero no expresan por qué ya no /es;presfa sus
servicios, es decir, no se refieren a fodos los hechos
relacionados con sus pretensiones, en los omitidos
opera la presunción legalde ser cieftos, sitlvo prueba
en contrario, conforme al articulo 85 de la Ley de
Justicia Administrativa de ta entidad. En
consecuencia, atento a dicho precepto y' a! diverso
386 del Codigo Procesal Civil local, de aplicacion
supletoria, corresponde a /as demandad,as la carga
de probar que el actor dejo de prestar s¿rs seryicios
por una causa no imputable a ellas sino, en todo
caso, a el."

Así se determina, toda vez que se acreditó la existencia
de la relación administrativa de la actora con la parte demandada,
la cual no fue cuestionada en juicio, así como la terminación de
la misma, con las siguientes pruebas que obran er¡ el sumario:

1. credencial expedida por er rnstituto lrlacional Electoral
a nombre de  ,ri.

.r Registro digital 2A04864 lnstancia Tribunales Cotegiados de Circujto Decima
Época Materias(s): Admrnistrativa Tesrs XVlll4o 7 A (1oa )l:uente semanario
Judrcial de la Federación y su Gaceta Libro XXVI Noviembre de 2013, Tomo 2,
págrna 1294 Tipo Aistada
rj lrr:ria l8l.
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3. Cinco r:ecibos de nómina ylo comprobantes fiscales
digitales por internet (CFDI)'t,que amparan las quincenas del 16

al 31 de marzo, del 1 al 15 y del 16 al 30 de abril, del 1 al 15 y

del 16 al 31 de mayo, todas correspondientes al año 2020
respectivamente, emitidos por el Municipio de Xoxocotla, a favor
del actor , correspondientes a las

percepciones como auxiliar en el departamento de Seguridad
Pública.

Documentos que reúnen los requisitos de los artículos 29

y 29-A del Código Fiscal de la Federación, por tanto, tienen pleno

valor probatorio de conformidad con los artículos 437 y 491, del

Código Procesal Civil del Estado de Morelos, aplicado
complementariamente a la Ley de la materia; de los que se

obtiene, que el cargo del actor fue el de Auxiliar en el

departamento de Seguridad Pública del Municipio de Xoxocotla,
Morelos, y que el último salario que le fue cubierto, fue el

correspondiente a la segunda quincena del mes de mayo de

dos mil veinte.

4. Copia certificada del expediente personal de la

demandante  , de pleno valor
probatorio de conformidad con los artículos 437 fracciÓn ll, 490 y

491, del Código Procesal Civil del Estado de Morelos, aplicado

complementariamente a la Ley de la materia; con el que se

corrobora la relación administrativa que existiÓ entre las partes.

5. Ocho fotografías de , en las

que se aprecia el servicio que prestó para la policía del Municipio

de Xoxocotla, Morelosr".

6. Confesión expresa del Secretario de Seguridad Pública

del Municipio de Xoxocotla, Morelos, en el que aceptó que la

r(' Fo.¡a 282.
l7 Fo.jas 274-218
¡* Fo.ias 281-289
r" Fo.jas 3-51-354
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demandante si entró a prestar sus servicios en la fecha que
menciona y con el puesto de Policía MunicipaliO:

"1. Es ciefto en parie de lo expuesfo ern el primer
punto de hechos y efectivamente el actor sí entro a
prestar sus seryicios en la fecha que rnenciona y
con el puesúo de Policía Municipal ile dicho
Municipio " (Sic)

Pruebas que se les otorga pleno valor probatorio al no
haber sido impugnadas por ninguna de ras partes en los términos
que establece el artículo 60 de la Ley de la materia, de las que
se obtiene que la relación administrativa de la actora

   concluyó et treinta y uno de
mayo de dos nnil veinte, y que el actor recibió su salario hasta el
treinta y uno del mes y año señalados en líneas que anteceden.

Ergo, si ha quedado acreditado qpe la actora
  , fue dada de l:aja det cargo de

Policía Municipal, la carga de la prueba corresponde a las
autoridades demandadas, para justificar la legalidad de dicha
rernoción.

sin embargo, del conjunto de pruebas ya valoradas de
manera individual y en su conjunto, no se lralla justificación
alguna de la remoción.

En este sentido, se estima que son fundadas las
razones de impugnación, toda vez que por razan reconocido
literalmente a la actora   , como
Policía Municipal, le resultan aplicables el contenido del artículo
123 apartado B, fracción lll de ra constitución política de los
Estados unidos Mexicanos y por ende, las disposiciones de la
Lev del sistema de seguridad púbrica del Estado de Morelos y
la Ley de Prestaciones de Seguridad social de las lnstituciones
Policiales y de Procuración de Justicia del sir;tema Estatal de
seEuridad Pública del Estado de Morelos, disposiciones que
tienen por objeto establecer el marco jurídico e institucional que
reEirá los principios, políticas, objetivos, estrategias,
procedimientos, funciones y responsabilidades de las
dependencias, entidades y organismos del Estado y los
municipios en materia de Seguridad pública.

-' I-o¡a ))
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De manera que, el artículo '159 de la Ley del Sistema de

Seguridad Pública del Estado de Morelos, establece las causas
justificadas de remoción de los elementos policiales, sin

responsabilidad para las instituciones de seguridad pública y por

consiguiente sin indemnización; revio desaho
orocedimiento establecido en la citada Lev

El Procedimiento a que hace alusión el artículo 159 de la
Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de Morelos, se

encuentra previsto en el artículo 171 de la citada Ley, mismo que

es del tenor siguiente:

"Arliculo 171.- En los asuntos que conozcan las
Unidades de Asunfos lnternos, se abrtrá un
expediente con las constancias que existan sobre el
parlicular bajo el siguiente procedimrento.

l. Al momento de tener conocimtento de la queja o

denuncia, contará con quince días hábÌles para
integrar la investigacion correspondiente,
allegándose de la informacion que sea necesaria, así

como de /as pruebas ofrecidas por el quejoso, y, en
caso de contar con pruebas suficientes, determinará
el inicio del procedimiento administrativo, cuando la
conducta atribuida encuadre o se encuentre prevtsta
en el arf iculo 159;

ll. Concluido el termino previsto en la fraccion que

antecede, se citará al elemento policial suieto a

procedimiento, para hacerle saber la naturaleza y
causa del mismo, a fin de que conozca /os hechos
que se le imputan, entregándole copias cerfificadas
del expediente formado para tal efecto, dejando
constancia de ello,
lll. Notificada que sea e/ elemento, se le concederan
diez días habiles para que formule la contestacton y
ofrezca las pruebas que a su derecho convengan;
concluido el térmtno se procederá a abrir un período
para el desahogo de las pruebas, por el termino de
cinco días habiles. Dentro de dicho término, las
parles deberán ofrecer las pruebas que a su derecho
correspondan, relacionandolas con /os hechos
controverTidos;
lV. Transcurrido el término probatorio, dentro de /os

fres días siguienfes se dictará auto para que tenga
verificativo la audiencia de pruebas y alegatos,
debiendo contener lugar, dia y hora para el
desahogo de las m¡,smas, con el apercibimiento de
ambas parles, que en caso de no comparecer sin
causa justificada, se llevará a cabo la audiencia,
teniéndose por precluido cualquier derecho que
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pud¡era ejercitar en la misma. El ptazo
desahogo de esta audiencta no deberá ex
quince días habiles;
V. En la audiencia a que se refiere la
anterior, se desahogaran las pruebas
parles deberan formular los alegatos q
derecho convengan de manera verbal o
V/. Se elaborará la propuesta de san
pondra a consideracion del Consejo de
Justicia dentro de /os cinco días habites
cierre de la instrucción, a efecto de que

a lo dispuesto supletoriamente por ta Ley
Administrativa en el Estado."

das d

resolucion respectiva, que no deberá ex del
término de los diez días ttábites sigurenfes;
Vll. A falta de disposicion expresa y en cua
oponga a lo que preve este ordenamientct,

al
emita la

no se
estará

Justicia

iplinarias que
del Estado de

alag dad de las
cue de seguridad

para el
der de

fraccion
y las
asu

escrito,'
que se

v

Asimismo, se precisa que las medi
establece la Ley del Sistema de Seguridad
Morelos, en su artículo 104, atendiendo
faltas que realicen los elementos de los
pública, son las siguientes:

"Las instituciones de seguridad pública
las sanciones o correcÍivos dlscip linarios
al incumplimiento de /os deberes prevr,sfos
ley y en el reglarnento de la materia. Los

lll. Derogada."

De los preceptos antres transcritos se

competentes que conoceran de és/os /os
prevrslos en su propia legislacion y reglarne los
Las sanciones y procedimientos de aplic se
especificaran en el reglamento de ta pre
seran, al menos, /as siguienfes.

l. Correctivos Disciplinarios:
a. Amonestacion, y
b. Arresto el cual no excederá de 36 horas,
ll. Sanciones:
a, Cambio de Adscripcion;
b. Suspension temporal de funciones, y
c. Destitucion o remocion.

drán
b/es

en esfa
OS

ley y

den las
etapas que se deben de seguir en el proced to, previo a
cesar a un m¡embro de una institución de d pública,

colegiadodebiendo imponer las saRciones un órga
denominado Consejo de Honor y Justicia conforme lo establecido
en los artículos 176 de Ia Ley del Sisterna, además las
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resoluciones deben estar fundadas y motivadas, debiendo tomar
en consideración las circunstancias previstas en el artículo 160

de la misma legislación.

Lo anterior encuentra justificación en la garantía de

seguridad jurídica consagrada en los artículos 14 y 16

constitucionales, misma que consiste en que la persona tenga
certeza sobre su situación ante las leyes, o la de su familia,
posesiones o sus demás derechos, en la cual la autoridad debe
sujetar sus actuaciones de molestia a ciertos supuestos,
requisitos y procedimientos previamente establecidos en las

leyes, para asegurar que ante una intervención de la autoridad
en su esfera de derechos, sepa a qué atenerse. En este contexto,

el primer requisito que deben cumplir los actos de molestia es el

de constar por escrito, que tiene como propósito que el

ciudadano pueda constatar el cumplimiento de los restantes, esto

es, que provienen de autoridad competente y que se encuentre

debidamente fundado y motivado.

Pues sólo de esa forma podrá desplegar una adecuada

defensa sabiendo exactamente las razones y fundamentos en

que se fundó el acto de autoridad, que permitan saber si la
autoridad actuó conforme lo establecido en la ley aplicable bajo

el principio de legalidad y seguridad jurídica, en este contexto, el

artículo 14 constitucional consagra el derecho humano de

audiencia, el cual consiste en que se otorgue a todo gobernado

la oportunidad de defensa previo a cualquier acto privativo de la
libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos,

debiéndose llevar un juicio seguido ante los tribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades

esenciales del procedimiento, este derecho para una verdadera

eficacia se debe constituir no sólo frente a las autoridades
judiciales sino también administrativas.

Ahora bien, en el asunto en cuestión, quedÓ plenamente

comprobado con lo manifestado en la contestaciÓn de demanda,
y con los comprobantes fiscales digitales por internet2r, que a la
actora , se le dejaron de cubrir

los salarios a partir de la segunda quincena de mayo de dos mil

veinte.
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Por ende, en atención a que conforme al a¡tículo 121 dela
Ley del sistema de seguridad Pública der Estado de Morelos,
para cesar a un elemento de seguridad pública se deben seguir
las formalidades establecidas en el aludido dispositivo, y toda vez
que en el presente asunto no se acreditó procedimiento alguno,
se tienen por ciertos los hechos manifestados pdr el actor, esto
es, la remoción y destitución del cargo de policía preventivo
(cese verbal) del que fue objeto el día treinta ¡f uno de mayo
de dos mil veinte, el cual resulta ilegal, ro anterior. con
fundamento en lo establecido en el artículo 4 fracoión ll de la Ley
de la materia, que establece serán causas de nr,rli{ad de los actos
impugnados. ll. omisión de los requisitos formales exigidos por
las leyes, siempre que afecte las defensas del particular y
trascienda al sentido de la resolución inrpugnada, inclusive la
ausencia de fundamentación o motivación, en su caso.

Ergo, conforme a lo dispuesto en el párrafo segundo del
artículo 89 de la Ley de la materia, por virtud cle esta sentencia
declaratoria de nulidad, se deja sin efecto el aclo impugnado y la
autoridad responsable queda obligada a otorgar o restituir a la
actora en el goce de los derechos que le hubieren sido
indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se
establecen a continuación.

VII. PRETENSIONES DE LA ACTORA.

Al haber sido declarada la ílegalidad de la remoción, se
procede al análisis de las pretensiones adücidas por la
demandante   , en el escrito de
dernanda

Para la determinación de las prestaciones reclamadas, es
de tomarse en consíderación ros siguientes elêmentos de la
relación admi nistrativa

a) Fecha de inicio de la relación admini
marzo de 2020.

trativa: 1 des

se obtiene del informe de autoridad rendido por la síndica
Municipal y Presidenta Municipal provisional, Tesorero Municipal
y Directora de Recursos Humanos todos del H. del concejo
Municipal de Xoxocotla, Moreros, presentado ante la sala el

16
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primero de marzo del año dos mil veintidós22; documento de
pleno valor probatorio de conformidad con los artículos 437
fracción ll y 491, del Código Adjetivo Civil del Estado de Morelos,
aplicado complementariamente a la Ley de la materia, mismo que

no fue controvertido por ninguna de las partes en el sumario en

cuestión.

b) Cargo: Policía Municipal.

c) Fecha de terminación de la relación administrativa:
1 de mayo de 2017.

d) Antigüedad: 3 meses.

e) Ahora bien, en cuanto al último salario mensual obra

en el sumario los comprobantes de pago de nómina, visibles de

la foja 274 a la foja 278, de pleno valor probatorio de conformidad
con los artÍculos 490 y 491, del Código Adjetivo Civil del Estado

de Morelos, aplicado complementariamente a la Ley de la
materia, esencialmente cuando las referidas documentales no

fueron controvertidas para restarles valor probatorio, en la forma
que establece la normatividad aplicable para ello; de los que se

aprecia, que la demandante percibía un salario quincenal por la

cantidad d     
salario que multiplicado por dos

quincenas, nos arroja que la actora percibía un salario mensual

de   
, lo que se traduce en un salario  

 por

dÍa.

Precisadas las bases, es procedente realizar el análisis de

las pretensiones reclamadas por la parte actora:

Considerando que se ha declarado de ilegal, la remociÓn

y destitución del cargo de policía preventivo (cese verbal) del que

fue objeto la actora el día treinta y uno de mayo de dos mil veinte;

lo que procede es atender las pretensiones reclamadas, mismas
que se encuentran descritas de manera genérica en el romano

Vl del escrito inicial de demanda, que específicamente consisten

en.
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El pago de la indemnización constitucionat de tres
meses de salario.

La referida prestación resulta procedente atendiendo a
las consideraciones que se exponen a continu¿rción.

considerando que constitucionarmente ra restitución en el
puesto es improcedente, lo que debería ser una consecuencia
natural de la ilegalidad que se ha decrarado del acto impugnado,
lo anterior no podría acontecer, eilo, debido a QuE las relaciones
entre los elementos de las instituciones de seguridad pública y el
Estado, son de naturaleza administrativa y no laboral, por virtud
de disponerlo así la constitución polÍtica de los Ëstados unidos
Mexicanos en su artículo 123 apartado B fracción Xlll, en la que
además se determina que cuando la autoricJad jurisdiccional
resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier
otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado
sólo está obligado a pagar la indemnización y demás
prestaciones a que tenga derecho conforme a las leyes en
materia de seguridad pública, pero en ningún caso procede su
reincorporación al servicio. Guarda relación con lo anterior, la
jurisprudencia número 200,322 perteneciente a la novena época,
emitida por el pleno de la suprema corte de Justicia de la Nación,
publicada en el Semanario Júdicial de la Federaci
ll, septiembre de 1995, página 43, Tesis p.lJ. ?-4

texto siguiente:

on

/95

y su Gaceta

, de rubro y

..POLICIAS MUNICIPALES Y JUDICIALES AL
SERVICIO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE
MÉXIco Y DE SUs MUNIcIPIoS. SU REIIAcIÓN
¡uRíolcn ES DE NATURALEzA
ADMINISTRATIVA.

La relación Estado-Empleado fue en prinoipio de
naturaleza administrativa, pero en derecho positivo
mexicano, en beneficio y protección de los
empleados, ha transformado la naturaleza de dicha
relación equlparándola a una de carácter laboral y ha
considerado al Estado como un patrón sui generis.
Sin embargo, de dicho tratamiento ç¡enbral se
encuentran excluidos cuatro grupos a saber: los
militares, los marinos, los cuerpos de seguridad
pública y el personal del servicio exterior, para los
cuales la relación sigue siendo ,Ce orden
administrativo y, el Estado, autoridad. por tanto, si
los miembros de la policía municipal o .¡udicial del
Estado de México, constituyen un cuerpo de
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seguridad pública, están excluidos por la fracción Xlll
Apartado B del artículo 123, en relación con los
artículos 1'15, fracción Vlll, segundo párrafo y 1'16,

fracción V, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, de la determinación jurídica que
considera la relación del servicio asimilada a la de
trabajo y al Estado equiparado a un patrón, de donde
se concluye que la relación que guardan con el
gobierno del Estado o del Municipio, es de
naturaleza administrativa y se rige por las normas
también administrativas de la ley y reglamentos que
les correspondan y que, por lo tanto, las
determinaciones que dichas entidades tomen en
torno a ésta no constituyen actos de particulares,
sino de una autoridad, que en el caso particular
referente a la orden de baja del servicio, hace
procedente el juicio de amparo ante el juez de
Distrito."

De manera que el análisis de la procedencia del resto de

las prestaciones reclamadas deberá realizarse conforme a las

normas que rigen la relación administrativa entre los elementos

de seguridad pública y el Estado, no así conforme a la Ley

Federal del Trabajo. Orienta lo anterior, la jurisprudencia número

2a.lJ. 10312010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema

Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario

Judicial de la Federación y su Gaceta XXXll, julio 2010, en

materias Constitucional y Laboral, página 310, que textualmente

establece.

,.SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE

REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS
DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES,
PREVISTA POR EL ARTíCULO 123, APARTADO
B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÖN
GENERAL DE LA REPUBLICA, REFORMADO
MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 1B DE
JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS
CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN
QUE MOTIVÓ EL CESE.

Del citado precepto constitucional se advierte que los

miembros de las instituciones policiales podrán ser
separados de sus cargos si no cumplen con los
requisitos de permanencia o si incurren en
responsabilidad, con la expresa previsión de que si

la autoridad resolviere que la separaciÓn, remociÓn,
baja, cese o cuaiquier otra forma de terminaciÓn del
servicio fue injustificada, el Estado sÓlo está obligado
a pagar la indemnización y demás prestaciones a

que tengan derecho, sin que en ningÚn caso proceda
su reincorporación, cualquiera que sea el resultado
del juicio o medio de defensa que se hubiere
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promoviCo. De lo anterior se sigue que a paftir de la
aludida reforma la prohibición de reincor¡oor
absoluta, lo que se corrobora con el ani
proceso relativo del que deriva que el Cons
Permanente privilegió el interés genera
combate a la corruþción y la seguridad po
de la afectación que pudiere sufrir el agri
que, en su caso, sê compensarÍa con ef pe
indemnización respectiva, por lc
independientemente de la razon del ce
preferencia la decisión del Constituyente de
que los miembros de las corporaciones p
que hubiesen causado baja se reincor¡
servicio. "

'acron es
llisis del
tituyente
I por el
r encima
¡viado la
rgo de la
r QUê
se tiene
r impedir
oliciacas
)oren al

De modo tal que es mediante la indemnización
correspondiente como se salvaguarda y restitu y(

artículos 123 apartado B fracció n Xlll de la Constitución Política
de los Estados unidos Mexicanos, y 69 de la Ley del sistema de
Seguridad Pública del Estado de Morelos.

Partiendo de esta base, debe enfati4arse que ra
constitución Federal prevé como garantía míninra el pago de una
indemnización a favor de ros agentes del Minir;terio público, los
peritos y los miembros de las instituciones pbliciales de la
Federación, Estados y Municipios, cuando se actualice la
hipótesis normativa señalada con antelación, cuyo monto será
determinado por las leyes especiales, de carácter administrativo,
que para el efecto se emitan

Es decir, el artículo 123, apartado B, fracción Xlll,

en el goce de su derecho violentado con la ilegal r
autoridad demandada, de conformidad con lo di

constitucional, constriñe al legislador secundaric
dentro de las leyes especiales que se emitan a
estatal o municipal, en la materia, a prever

¡ al accionante
esolución de la
spuesto en los

a establecer
nivel federal,

os montos o
mecanismos de delimitación de éstos que, ¡roq concepto de
indemnización, corresponden a los servidores ¡:úülicos aludidos
ante una terminación injustificada del servicio, pudsto que serán
las normas administrativas, las directamente aþlicables a Ia
relación que media entre el Estado y los nrieþbros de las
instituciones policiales.

sin embargo, debe destacarse que la seguçrda sala de la
suprema corte de Justicia de la Nación, ha determinado en
diversas jurisprudencias, que debe hacerse efectivo el derecho

20
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constitucional a favor del servidor público mediante la aplicación
de las normas constitucionales y legales que, por analogía,
resultan aplicables al caso, lo que en sentido estricto no es una

aplicación supletoria de ordenamientos de carácter laboral, pues

de otra manera se desconocería el régimen excepcional y la

naturaleza de la relación que rige el servicio de los miembros de

las instituciones policiales y el Estado. En este sentido, determinó
que el pago de la indemnización se hará, en primera instancia,
en términos de lo que disponga la ley especial, por tratarse de un

régimen excepcional y la relación que guarda el Estado con los

miembros de los cuerpos policiales y, en caso de que ésta no

prevea los parámetros suficientes para que se pueda fijar
correctamente el monto del citado concepto, se aplicará

directamente lo señalado por la Carta Magna, puesto que como
se ha hecho referencia, en su artículo 123 se contienen las
gararrtías mínimas que deberán respetarse en las relaciones de

trabajo o servicio, tanto en el sector privado como en el público.

Por tanto, si dentro de la aludida fracción Xlll se establece que si

la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción,

baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue

injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la
indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho el

agente del Ministerio Público, perito o miembro de la institución
policial de mérito, sin que en ningún caso proceda su

reincorporación y, por su parte, en las leyes especiales no se

prevén los mecanismos suficientes para fijar el monto de tal

concepto, concluyó la Segunda Sala, debe recurrirse a lo

dispuesto, como sistema normativo, por el propio artículo 123,

primero en el apartado B, a fin de advertir si, dentro de sus demás

fracciones, existen hipótesis que por analogía al caso resultan

idóneos para establecer los parámetros en los que se fiiará la

indernnización del servidor público respectivo.

Puntualizó que en el texto íntegro del apartado B del

artículo 123 constitucional, no se establecen expresamente los

lineamientos mínimos para la fijación de la indemnizaciÓn por

cese injustificado, para efecto de los trabajadores generales al

servicio del Estado ni para los que se circunscriben en el régimen
excepcional previsto en la fracción Xlll de dicho dispositivo
constitucional; por tanto, es indispensable acudir a los demás

supuestos normativos para determinar si prevén una situaciÓn

semejante a fin de, en su caso, se aplique la consecuencia
jurídica que para dicha situación se establece; es decir, de
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encontrar una fracción dentro del artículo 123 constitucional
como sistema normativo que brinde los elementos idóneos para
la fijación del monto que por concepto de indenrnización se debe
cubrir al servidor público que fue separado, removido, cesado o
dado de baja, injustificadamente de su cargo.

Así, sostuvo que existe la misma razonjurídica en cuanto
al despido injustificado del trabajador o del servidor público,
según sea el caso, puesto que en la fracción X,xll del apartado A
(segunda hipótesis normativa), se estabrece ra ¡cosibilidad de que
la ley determine los casos en los que el patrón no estará obligado
a reinstalar al trabajador en su empleo y, por su parte, la fracción
Xlll del apartado B prohíbe expresamente la reincorporación al
servicio de los sujetos que contempla, otorgando para los dos
supuestos normativos el pago de daños y perjuicios
incJemnización- a fin de no dejar al trabajador o al servidor público
en total estado de indefensión. con tal afirmación, puntualizó, es
consecuencla directa de la aplicación analógica de los principios
mínimos garantizados en la fracción XXll del apartado A, a la
diversa fracción Xlll del apartado B, puesto que en este último
apartado el Constituyente no previó el mt¡nto idóneo por
concepto de indemnización ante un despido injustificado, pero
consagró la misma razonjurídica que configurar y da contenido a
la fracción XXll del apartado A, en virtud de que otorgó el pago
de daños y perjuicios cuando er patrón particular o el Estado
separen injustificadamente al trabajador o servidor público de su
cargo y la ley o, en su caso, la propia constitución establezcan
la imposibilidad jurídica de reinstaración. Destacó, que la
hipótesis normativa del artículo 123, apartado A, fracción XXll,
que señala que: "La ley determinará los casos en que el patron
podra ser eximido de la obtigacion de cumplir et contrato,
mediante el pago de una tndemnizacion.,,, deja la delimitación del
monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse al
trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el
parámetro mínimo que el patrón pagará por el despido
injustificado y, más aún, cuando se le libera de la obligación de
reinstalar al trabajador en el puesto que venía clesempeñando; y
que la ley reglamentaria respeta, como mínirno constitucional
garantizado para efectos de la indemnización, el contenido en la
fracción XXll del apartado A en su generalidad, es decir, que
tonra como base primaria el pago de tres rneses de salario;
empero, bajo las circunstancias especiales de que es la propia
norma quien releva al patrón de la obligacion cje reinstalación _
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cumplim¡ento forzoso del contrato- aun cuando el despido sea

injustificado, prevé el pago adicional de veinte días por año

laborado.

Concluyó así que cuando la fracción XXll del apartado A
refiere al pago de una indemnización por despido injustificado, y

el patrón no esté obligado a la reinstalación, lo hace en un

parámetro incluyente, por disposición legal, de tres meses de
salario y a veinte días por cada año laborado, puesto que es

el mínimo suficiente para indemnizar al trabajador de los daños
y perjuicios provocados con el despido ilegal. Situación que, ante
la falta de norma que señale el monto de la indemnizaclón,
abundó, debe hacerse una aplicación analógica de lo dispuesto
en la fracción XXll del apartado A, a lo señalado en la fracción
Xlll del apartadc B, para que se haga efectivo el derecho
constitucional a la indemnización que la Ley Fundamental otorga
a los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las

instituciones policiales que sean separados injustificadamente de

su cargo y, por disposición expresa del propio dispositivo
constitucional no medie la reincorporación al servicio, debe
cubrinse, por concepto de indemnización, el pago de tres meses
de salario y veinte días por cada año de servicio.

Lo anterior, explicó, en virtud de que la inclusión de la
indemnización como garantía mínima de los servidores públicos

del Estado, a que se refiere la fracción Xlll del apartado B, aun

cuando derive de una relación de naturaleza administrativa, se

encuentra prevista en el ámbito de los derechos sociales y, por

tanto, resulta válido sostener que forma parte de un subsistema
de normas por razon del cual se pueden invocar, ante ausencia
de norma especÍfica, la que constitucionalmente aplica para el

supuesto jurídico de la misma naturaleza y características. En el

caso concreto, la indemnización en caso de una separación
injustificada del cargo se erige como derecho de rango
constitucional que no puede ser desconocido por la autoridad,
bajo el pretexto de que en la legislación especial no se prevé el

concepto referido o no se establecen los montos a los que se

contendrá éste, puesto que lo que pretende el precepto

constitucional es proteger y brindar al servidor público separado
de su cargo injustificadamente, una indemnización que repare los

daños y perjuicios que ese acto ilegal le causaron.
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En tal virtud, reiteró, en razon de quer, como garantía
mínima a la protección de los agentes del tVlinisterio público,
peritos y miembros de las instituciones policiales, se reconoce el
pago de una indemnización y demás prestaciones a que tuvieran
derecho por el desempeño del cargo público en que fungían, si
las leyes especiales administrativas que para el e{ecto de regular
las relaciones entre éstos y el Estado se emitan, no establecen
la forma en cómo deberá fijarse el monto para cubrir tal concepto,
deberán aplicarse, como mínimo irrenunciabre, ros tres meses de
salario más veinte días por año efectivo de servicio, que es el
monto de la indemnización prevista en el apartado B, fracción
Xlll, constitucional.

Este criterio tiene fundamento en las jurisprudencias que
enseguida se insertan a la letra

..SEGURIDAD PÚBL]CA. LA INDfEMNIZACION
pREVtsrA EN EL anrícut_o l23j AnARTADo B,
rRacclóru xll, sEcuNDo pÁnnnrd, DE LA
coNsÏTUCIÓN pOlÍflcR DE LOfi Êsrnoos
uNrDos MEXICANOS, COMpRENDE EU cACO Oe A
MESES DE suELDo y DE zo oÍas pon oaoR Rño
LABORADO IABANDONO DE LAS liESlS DE
JURISPRUDENCIA 2a.lJ. 11U2A11 y AtSttADAS 2a.
LXIX/201 1, 2a. LXX/201 1 Y 2a. XLV|/2013 (,t 0a.) (.)l)

En una nueva reflexión, la Segunda Sala cje la Suprema
Corte de Justicia de la Nación abandona el criteno
contenido en las tesis indicadas, al edtrmar que
conforme al artículo 123, apartado B, fraccion Xlll,
segundo párrafo, de la Constitución polÍtica de tos
Estados Unidos Mexicanos, el Constituyente otorgó a
favor de los agentes del Ministerio público, los peritos y
los miembros de las instltuciones policieiles de la
Federación, el Distrito Federal, los Estabos y los
Municipios, elderecho al pago de una indem¡ización en
el caso de que, a través de una resolucion emitida por
autoridad jurisdiccional competente, se resuelva que su
separación o cualquier vía de terminación del servicio
de la que fueron objeto resulta injustificadaj ello, para
no dejarlos en estado de indefensión al existir una
prohibición absoluta de reincorporarlos en èl servicio.
Además, de la propia normativa constitucional se
advierte la obligación del legislador securidaiio de fijar,
dentro de las leyes especiales que se emiian a nivel
federal, estatal, municipal o en el Distrito Fêderal, los
montos o mecanismos de delimitación de aquellos que,

'' Época: Décima Época. Registro: 2013440. lnstancja: segunda Sala. Tipo de Tesis:
Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 3g, Enero de
2017, Tomo L Materia(s): constitucional, Laboral. Tesis.2a./J 19g/2016 (.,1 oa.) página Sos.
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por concepto de indemnización, corresponden a los
servidores públicos ante una terminación injustificada
del servicio. Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe
fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la
Constitución Federal, pues el espíritu del Legislador
Constituyente, al incluir el apartado B dentro del a11ículo
123 constitucional, fue reconocer a los servidores
públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto
que desempeñaban, srn importar, en su caso, la

naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el
Estado -en cualquiera de sus niveles- y el servrdor; por
tanto, si dentro de la aludida fracción Xlll se establece
el derecho de recìbir una indemnización en caso de que
la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra
forma de terminación del servicio fuere injustificada y,

por su parte, en las leyes especiales no se prevén los
mecanismos suficientes para fijar el monto de ese
concepto, es inconcuso que deberá recurrirse a lo
dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al
apartado B, sino también al diverso apaftado A, ambos
del citado precepto constitucional; en esa tesitura, a fin
de determinar el monto indemnizatorio a que tienen
derecho los agentes del Ministerio Público, los peritos y

los miembros de las instituciones policiales, debe
recurrirse a la fracción XXll del apartado A, que
consigna la misma razon jurídica que configura y da
contenido a la diversa fracción Xlll del apartado B, a

saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios
ocasionados por el patrón pafticular o el Estado ante la
separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la
propia Constitución, la que establezca la imposibilidad
jurídica de reinstalación. Bajo esas consideracrones, es
menester precisar que la hipótesis normativa del
artículo 123, apart.ado A, fraccion XXll que señala que
"la ley determinará los casos en que el patrono podrá
ser eximido de la obligación de cumplir el contrato,
mediante el pago de una indemnizacion", deja la

delimìtación del monto que por concepto de
indemnización deberá cubrrrse al trabajador a Ia Iey
reglamentaria, constìtuyéndose en el parámetro mínimo
que el patrón pagará por el despido injustificado y, más
aún, cuando se le libera de la obligación de reinstalar al

trabajador al puesto que venía desempeñando; por
tanto, si la ley reglamentaria del multicitado apaftado A,
esto es, la Ley Federal del Trabajo, respeta como
minimo constitucional garantizado para efectos de la
indemnización, el contenido en la fracción XXll del
apartado A en su generalidad, empero, prevé el pago
adicional de ciertas prestaciones bajo las circunstancias
especiales de que es la propia norma quien releva al
patrón de la obligación de reinstalación -cumplimiento
forzoso del contrato- aun cuando el despido sea
injustificado, se concluye que, a efecto de determinar el
monto que corresponde a los servidores públicos
sujetos al régimen constitucional de excepción
contenido en el adÍculo 123, apartado B, fracción Xlll,
segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable,
como mínimo, el monto establecido en el diverso
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apartado A, fracción XXll, y los parámetros a los que el
propio Constituyente refir.ió al permitir que fuese la
normatividad secundaria la que los cJelimitara. En
consecuencia, la indemnización engloba el pago de 3
meses de salario y 20 días por cada año cje bervicio, sin
que se excluya la posibilidad de que derntro de algún
ordenamiento legal o administrativo a nivel federal,
estatal, municipal o del Distrito Federal existan normas
que prevean expresamente un monto por
indemnización en estos casos, que como mínimo sea el
anteriormente señalado, pues en tales casos será
innecesario acudir a la Constitución sino que la
autoridad aplicara directamente lo dispuesto en esos
ordenamientos."

..MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES PC
EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN OO
DE CUALQUIER FORMA DE TER
INJUSTIFICADA DE SU I

ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, OO
EL PAGO DE TRES MESES DE SUELÐOoias PoR Año LABoRADo (AF
ANALÓGICA DE LA FRACCIÓN )

APARTADO A DEL ART|CULO 123
coNSTtructÓN FEDERAL)2r.

TLICIALES.

N MOTIVO
MINACIÓN
ìELACIÓN
MPRENDE
Y VEINTE
LtcActÓN
üII DEL

DE LA

El artículo 123, apartado B, fracción Xlll, segundo
parrafo, de la Constitución Política de lgs Estados
Unidos Mexicanos, a partir de su reform¿r prJrblicada en
el Diario Oficial de la Federación el 1B de.iunio de 2008,
prevé el derecho al pago de una indemnización en caso
de que la autoridad jurisdiccional resuelva que fue
injustificada la separación o cualquier vía de
terminación del servicio de los mienibros de las
instituciones policiales de la Federaciórn, el Distrito
Federal, los Estados y Municipios, a fin cle riro dejar en
estado de indefensión al agraviado, ante la prohibición
absoluta de reincorporarlo al serviclo, pero no establece
la forma en que se integrará su monto. Ante esta
circunstancia, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en
revisión 24A1n015, del que derivó ta tesis la. llt2016
(10a.), abandonó el criterio que sostenía anteriormente,
para establecer que ese derecho constituciorial en favor
del servidor público debe hacerse efectivo mediante la
aplicación de las normas constitucionales y legales que,
por analogia, resultan aplicables al caso, lo que en
sentido estricto no es una aplicación suqletoria de
ordenamientos de carácter laboral pues se
desconocería el régimen excepcional y la naturaleza
administrativa de larrelación que rige el senjicio de los
miembros de las instituciones policiales y el Estado, en

,,+'' Epoca: Décima Epoca. Registro: 2012129. lnstancia: Tribunales Colpgiados de Circujto
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro
32, Julio de 2016 Tomo lll. Materia(s): Constitucional, Administrativa. Tesis: XVl.1o.A J/31
(10a ) Págrn a: 1957 .
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atención a lo cual ese pago debe efectuarse en términos
de lo que disponga la ley especial y, en caso de que
ésta no prevea los parámetros suficientes para que se
pueda fijar correctamente el monto de ese concepto, se
aplicará lo señalado en la Constitución Federal, dado
que en su artÍculo 123 se contienen las garantías
mínimas que deberán respetarse en las relaciones de
trabajo o servicio, tanto en el sector privado como en el
público. Por lo cual, concluyó que debe acudirse al
apartado A, fracción XXll, de ese numeral, el cual prevé
la indemnización para los casos en que el trabajador
fuese separado de su empleo sin mediar causa
justificada y el patrón no esté obligado a la reinstalación,
cuyo pago debe hacerse en un parámetro que
comprende, por disposición legal, tres meses de salario
y veinte días por cada año laborado, puesto que es el
mínimo suficiente para indemnizar al trabajador de los
daños y perjuicios que se le provocaron con el despido
ilegal. Por tanto, para fijar el monto de la indemnización
cuando un servidor público, en términos de la fracción
Xlll del apaftado B del precepto indicado sea separado
de la función pública que desempeñaba y, seguido el
proceso legal, la autoridad jurisdiccional resuelva que
no existió causa justificada para el cese, remoción o
cualquier forma de terminación de la relación
administrativa, sin posibilidad de optar por la

reinstalación debe aplicarse, por analogía, la fracción
XXll del apartado A citada, en el sentido de que la

indemnización que debe cubrir el Estado incluye el pago
de tres meses de sueldo, más veinte días por año
efectivo de servicios, salvo que exista una norma
específica en el ordenamiento federal o local, según
corresponda, que estatuya una indemnizacion mayor."

Atendiendo a lo expuestoi es procedente el pago de la
indemnización constitucional de tres meses de salario, al

resultar improcedente la restitución del puesto, esto con

fundamento en lo dispuesto por los artículos 89 de la Ley de

Justit;ia Administrativa del Estado de Morelos, 69 de la Ley del

Sistema de Seguridad Pública para el Estado de Morelos y 123

apartado B, fracción Xlll de la Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos, porque la actora demostró la

ilegalidad del acto impugnado. Por lo que se condena a las
autonidades demandadas para que realicen el pago de dicho
concepto, por la cantidad, de   

 salvo
error u omisión de carácter aritmético.

Asimismo, como parte de dicha indemnización, se
condena a la autoridad demandada, al pago de veinte días
por r;ada año de servicio, en el caso en cuestión, a la parte

proporcional que corresponda, para lo cual se toma como base
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que la actora mantuvo la relación administrativa ppr tres meses,
esto es del primero de marzo al treinta y uno d$ mayo de dos
mil veinte; con el último salario mensual de  

      y
un salario diario de     

 ); por lo que el monto de la con
a la cantidad de    

 ), la que;se obtiene después
siguientes operaciones aritméticas, salvo error
carácter aritmetico:

En efecto, resulta procedente el pago de s
   , dejó

esencialmente porque demostró la ilegalidad clel
que venÍa desempeñando como policía Mt

Tocante a la pretensión reclamada, consistente en el pago
de la remuneración diaria que dejó de percibir la actora del 1 de
junio de 202a, al día en que se dé cumplimiento ra sentencia que
se dicte, es procedente, tal como se expone a continuación:

dena asciende
reinta y siete
de realizar las
u omisión de

alarios que la
de percibir,

cese al cargo
rnicipal (sic).

Aclarando que la remoción o destitución de ra dqmandante, se
verificó el día treinta y uno de mayo de uoÞ mil veinte,
destacamos, que se exhibieron en autos copia ce[tificada de los
recibos de nómina (cFDl), que obran de la f{ja doscientos
setenta y cuatro a la foja dosqientos setenta y ochô, de la que se
advierte que la retención de pago de salario de la demandante
se realizó a partir de la primera quincena de junio de dos mil
veinte; documentales de pleno valor probaloric, de conformidad
con los artículos 437 fracción,ll, 4g0, y 491 del cddigo procesal
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Civil rlel Estado de Morelos, aplicado complementariamente a la
Ley de la materia; de lo que se obtiene, que se verificó el pago
del salario a la actora hasta el día treinta y uno de mayo de
dos rnil veinte, en consecuencia, la condena de salarios deberá
comprender a partir de esa fecha.

Por lo que se condena a las autoridades demandadas al

pago de la cantidad por concepto de salarios que dejó de percibir
la demandante a partir del primero de junio de dos mil veinte,
que asciende al día treinta y uno de mayo de dos mil
veintidós, a un total de veinticuatro meses de salario , a razon

    
 mensuales, lo que da un total de condena

por la cantidad de      
  cantidad liquida que, salvo

error u omisión de carácter aritmético, deberá actualizarse hasta
en tanto la autoridad demandada haoa oaoo total de lo

condenando en la presente sentencia. Lo anterior con
fundamento en lo dispuesto por el segundo párrafo del artÍculo
89 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos
Tiene aplicación en el caso la tesis de jurisprudencia del siguiente
rubro y texto2i:

ELEMENTOS DE SEGURIDAD PUBLICA DEL
ESTADO DE MORELOS. PARA CUANTIFICAR EL
PAGO DE LOS SALARIOS CAíDOS O DE LA
RETRIBUCIÓN O REMUNERACIÓN DIARIA
ORDINARIA ANTE LA SEPARACIÓN,
REMOCIÓN, CESE O BAJA INJUSTIFICADA DE
AQUÉLLOS, DEBE APLICARSE LA
JURISPRUDENCIA Za.lJ. 11A12012 (10a.), DE LA
SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE
JUSTICIA DE LA NACIÓN.

Conforme al artículo 123, aparlado B, fracción Xlll,
segundo párrafo. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, los agentes del
Ministerio Público, los peritos y los miembros de las
instituciones policiales de la Federación, de las
entidades federativas y de los Municipios, podrán ser
separados de sus cargos si no cumplen con los
requisitos que las leyes vigentes, en el momento del
acto, señalen para permanecer en dichas
instituciones, o removidos por incurrir en
responsabilidad en el desempeño de sus funciones;

l5 lnstancia: Pleno de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de Ia
,-.!

Federacion, Décima Epoca. Lìbro 39, Febrero de 2017 (3 Tomos). Pá9. 1124. Tesis
de Jurisprudencia,
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y que si la autoridad jurisdiccional resolviere que la
separación, remoción, baja, cese o cualqtrier otra
forma de terminación del servicio fue injustificada, el
Estado sólo estará obllgado a papar la
indemnización y demás presiaciones a r¡ud tengan
derecho, sin que en ningún caso profeda su
reincorporación al servicio, cualquiera <¡ue sea el
resultado del juicio o medio de defensa que se
hubiere promovido. Al respecto, de una
interpretación de los artículos 69 y 105 de la Ley del
Sistema de Seguridad Pública del Estado de
Morelos, pudiera concluirse que debe arplicarse el
diverso 45, fracción XlV, de la Ley del Servicio Civil
de la entidad, el cual limita el pago por concepto de
salarios caídos a 6 meses con mo:ivo de la
separación injustificada de un trabajador al servicio
del Estado -disposición que fue declarada
constituc¡onal por Ia Segunda Sala en la

lurisprudencia 2a.lJ. 1912A14 (10a.)-; srn embargo,
considerando que la legislación especi;rl aplicable
(Ley del Sistema de Seguridad Púbtica del Estado de
Morelos), no es suficiente ni armónica con la
Constitución y con los criterios jurispruderrciales que
la interpretan, y con la finalidad de no r,=alizar una
interpretación que pudiera resultar restrictiva de
derechos reconocidos por la Ley Suprema, se
concluye que para cuantificar el pago de los salarios
caídos y de la retribución o remuneracióh diaria
ordinaria de los elementos de seguridad pública del
Estado de Morelos, resulta aplicable el criterio
contenido en la jurisprudencia 2a.lJ. 11012012 (Aa.)
de la Segunda Sala del Alto Tribunal, en la cual se
sostiene que el enunciado "y demás prestaoiones a
que tenga derecho", contenido en el irecepto
constitucional aludido, vigente a partir de la reforma
publicada en el Diario Ofìcial de la Federación el 18
de junio de 2008, forma parte de la obligación
resarcitoria del Estado y debe interpretarse ôomo el
deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así
como los beneficios, recompensas, estiflendios,
asignaciones, graiificaciones, premios,
retribuciones, subvenciones, haberes, dietas,
compensaciones o cualquier otro concepto que
percibía el trabajador por la prestación de sus
servicios, desde que se concretó su separación,
remoción, baja, cese o cualquier otra forma de
ierminación injustificada del servicio y hasta que se
realice el pago correspondiente: criterio ciue fue
corroborado por la propia Segunda Sala al rèsolver
en sesión de 16 de marzo de 2016 el ampard directo
en revisión 542812015. Por tanto, mientras no se
emita la normativa local que regiamente el tema
tratado, el referido criterio jurisprudencial coritinuará
siendo aplicable.'

Resulta procedente el pago de la prima de antigüedad,
esencialmente, porque es una prestación que reconoce el
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esfuerzo y colaboración del servidor público durante la relación,
en este caso, administrativa, que tiene como presupuesto para

su pago, la terminación del vínculo laboral, por ende, dicha
prestación no es dable de prolongarse más allá de la terminación
de la relación administrativa.

Consecuentemente, es procedente el pago de la prima de
antigüedad, únicamente por el tiempo efectivamente laborado
por la parte demandante.

El artículo 105 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública
del Estado de lt/lorelos, establece que las lnstituciones de
Seguridad Pública deberán garantizar, al menos las prestaciones
previstas como mínimas para los trabajadores al servicio del
estado de Morelos y generarán de acuerdo a sus necesidades y

con cargo a sus presupuestos, una normatividad de régimen
complementario de seguridad social y reconocimientos, de
conformidad con lo previsto en el artículo 123, apartado B,

fracción Xlll, tercer párrafo, de la Constitución Política de los

Estados Unidos fllexicanos.

Las prestaciones previstas como mínimas para los
trabajadores al servicio del estado de Morelos, se encuentran
previstas en la Ley del Servicio Civil del Estado de Morelos; esto,
en términos de lo establecido en el artículo 1" de la Ley señalada
en llneas que anteceden, la cual establece que es de
observancia general y obligatoria para el gobierno estatal y los

municipios del Estado de Morelos y tiene por objeto determinar
los derechos y obligaciones de los trabajadores a su servicio.

Así, tenemos que el artículo 46 del ordenamiento legal

señalado en el párrafo que antecede, establece.

"Artículo 46.- Los trabajadores suiefos a la presente
Ley, trenen derecho a una prima de antigüedad, de
conformidad con las normas siguienfes.'
l.- La pñma de antigüedad consistirá en el imporfe de
doce días de salario por cada año de servicios,
ll.- La cantidad que se tome como base para el pago
de la prima de antigüedad no podra ser inferior al
salario míntmo, si el salario que percibe eltrabajador
excecie del doble del salario minimo, se considerará
esta cantidad como salario maxtmo;
lll.- La prima de antigüedad se pagará a /os
trabajadores que se separen voluntariamente de su
empleo, siempre que hayan cumplido quince años de
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seryicios por lo menos. Asimismo, se pitgará a los
que se separen por causa justificada y a lcts que sean
separados de su trabajo tndependienten'tente de la
justificaclon o injustificacìon de la terminaciQn de los
efeclos del nombramiento; y
lV.- En caso de muefte deltrabajador, cualquiera que
sea su antigüedad, la prima que correspanda se
pagará a las personas que dependian
economicamente del trabajador fallecido."

El artículo transcrito señala que los trabafadores tienen
derecho a una prima de antigüedad por el importe de iz días de
salario por cada año de servicios prestados. que se pagará a
los trabajadores que se separen voluntariamente de su empreo,
siempre que hayan cumplido quince años de servicios por ro

menos. Asimismo, se pagará a los que se separen por causa
justificada y a los que sean separados de su trabajo
independientemente de la justificación o injurstificación de la
terminación de los efectos del nombramiento.

Acreditada la ilegalidad de la remoción cje ra actora de su
servicio, es procedente el pago de la prima de antigüedad, por
lo que debe hacerse el cálcuio correspondiente en terminos de la
fracción ll del artículo 46 de la Ley del servicic¡ civil del Estado
de Morelos, de ahÍ que el cálculo de la prima rie antigüedad se
hace en base a dos salarios mínirnos generales que se
encontraba vigente en la fecha que se terminó la relación
administrativa, esto es, el día'treinta y uno de mayo de dos mit
veinte.

A lo anterior es aplicable el sigutiente criterio
jurisprudencial, que no obstante ser en materia {aboral, orienta la
presente resolución:

..PRIMA DE ANTIGÜEDAD. SU MONTO DEBE
DETERMINARSE CON BASE EN EL SALARIO QUE
PERCIBíA EL TRABAJADOR AL TERMINO DE LA
REMCIÓru LABORAL.

En atención a que la prima de antigüerdad es una
prestación laboral que tiene como prersupuesto Ia
terminación de la relación de trabajo V el rJs¡s.¡o a su
otorgamiento nace una vez que ha conclurdo el vínculo
laboral, en términos de los a11Ículos 1621, fr:acción ll
485 y 486 de la Ley Federal del Trabajo, sir monto debe
determinarse con base en el salario que percibía el
trabajador al terminar la relación laboral por renuncia,
muerte, incapacidad o jubilación, cuyo límite superior
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será el doble del salario mínimo qeneral o
profesional viqente en esa fecha26

El énfasis es nuestro

Se tiene que, el actor percibía como remunerac¡ón
ordinaria diaria la cantidad de  

 

El salario mínimo general que regía en el Estado de

Morelos el dia treinta y uno de mayo de dos mil veinte, lo era
de       .)27, que,

multiplicado por dos, nos da  
  

De las operaciones matemáticas realizadas anteriormente,
se tiene que la remuneración económica diaria que percibÍa la

actora era de    
 mientras que el doble del salario mínimo

vigente el treinta y uno de mayo de dos mil veinte, lo era de

   
 atento a lo anterior, se concluye que como la remuneración

económica diaria que percibía el demandante no es superior al

doble del salario mínimo general vigente en el Estado de

Morelos, se debe tomar como base para el cómputo de esta
prestación la caniidad de  

     términos de lo establecido en

la fracción ll del artículo 46 de la Ley del Servicio Civil del Estado

de Morelos.

Debiéndose pagar la prima de antigüedad del primero de

marzo, al treinta y uno de mayo de dos mil veinte, fecha en la
que culminó la relación administrativa; esto atendiendo a que la
prima de antigüedad es una prestación que se otorga por cada

r" Contradicción de tesis 353/2010. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del
Décimo Octavo Circuito. Tercero en Materia de Trabajo del Frimer Circuito, Séptimo en Matena de Trabajo
del Primer Circuito, el entolces Tribunal Colegiado en Materia de Trabalo del Tercer Circuito, actual
Primero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, el entonces Segundo Tnbunal Colegiado del Quinto
Crrcuito, actual Primero en lvlaterias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, el Quinto en Materia de Trabajo
del Primer Circuito y el en:onces Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, actual Primero del

Décimo Quinto Circuito. 16 de febrero de 20'1 1. Cinco votos. Ponente. Sergio Salvador Aguirre Anguiano
Secretaria. Amalia Tecona Silva. Tesis de jurisprudencia49i20l l. Aprobada por la Segunda Sala de este
Alto Tribunal, en sesión pr¡vada del dos de marzo de dos mil once. Novena Epoca. Registro: 162319.
lnstancia: Segunda Sala. Jurisprudencìa. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
XXXlll, abril de 201 1, Materia(s): Laboral Tesis: 2a.lJ, 4812011 Página: 518

2i '.1-abla de salarios_rn_,nmos vigentes apartir_del._0 l_de_enero de,..2020.pdf'
( rvrvw.qotr.rnx)
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año de servicios prestados (o su parte proporci
haya prestado sus servicios).

al del año que

De lo que se sigue que la prima de antigüer
denecho el actor es de tres meses. Realizando la
se indica a continuación se concluye que la parl
deberá pagar a la actora la c,antidad

    ,
concepto de prima de antigüedad por todo el tit
la relación administrativa:

Jad a que tiene
operación que

:e d.emandada
d

  por
)mpo que duró

Tocante a las pretensiones consistentes e vacactones,
prima vacacional y aguinaldo, estas resultan procedentes,
en los términos que se precisan a continuación

En efecto, los artículos 33 y 42 de la Ley I Servicio Civil
del Estado de Morelos, establecen que los servi públicos
tienen derecho a vacaciones con su corresponcii
se les otorgarán en dos períodos anuales de di
cada uno, en las fechas en quç se señalen para
corno al aguinaldo, que se pagará en dos pa
prirnera a más tardar el quince de dicíembre y la
tardar el quince de enero del año siguiente.

te prima, que
días hábiles

se efecto; así
iguales, la

unda a más

Así, tocante al pago del aguinaldo, procedente
condenar a las autoridades demandadas a par.tir
marza del año dos mil veinte, esencialmente, p
constancia alguna con la que se acredìte que
cubierto a la parte demandante, la parte p
aguinaldo que correspondía a los meses de man

el primero de
rque no obra
le haya sido
porcional de

, abril y mayo,
teceden; y en

 

  

 
 

  
Prima de antigüedad total:

tocantes a la anualidad señalada en líneas que a
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cuanto a las vacaciones y prima vacacional, también deberá
de realizarse a partir del primero de marzo del año dios mil veinte,
pues al igual que el aguinaldo, tampoco se exhibió constancia
alguna con la que se acredite que se cubrió la parte proporcional
de vacaciones y su prima vacacional de los meses de marzo,
abril y mayo del multicitado año dos mil veinte.

Lo anterior de conformidad con la Ley del Servicio Civil del
Estado de Morelos2s, que establece en sus artículos 33,34, 42,
primer párrafo y 45 fracción XlV, lo siguiente:

"Artículo 33.- Los trabajadores que tengan más de
seis meses de servicios in-tnterrumpidos dtsfrutarán
de dos períodos anuales de vacaciones de diez días
habiles cada uno, en /as fechas en que se señaien
para ese efecto, pero en fodo caso se dejarán
guardtas para la tramitacion de /os asunfos urgentes,
para las que se utilizarán de preferencia los seryicios
de quienes no tienen derecho a vacaciones.

CuanCo un trabajador, por necesidades del servicio,
no pudiere hacer uso de las vacaciones en ios
períodos señalados, disfrutara de ellas durante los
diez días siguienfes a la fecha en que haya cesado
la causa que impedía el goce de ese derecho; si ello
no fuere posible el trabajador podra optar entre
disfrutarlas con posterioridad o recibir el pago en
numerario. Nunca podran acumularse dos o más
períodos vacacionales para su disfrute.

Artículo 34.- Los trabajadores tienen derecho a una
prima no menor del veinticinco por ciento sobre
los salarios gue /es correspondan durante el
período vacacional.

Artículo 42.- Los trabajadores al servicto del
Gobierno del Estado o de /os Muntcipios, tendrán
derecho a un aguinaldo anual de 90 días de
salario. El aguinaldo estará comprendido en el
presupuesto anual de egresos y se pagara en dos
partes iguales, la primera a mas tardar el 15 de
diciembre y la segunda a más tardar el 15 de enero
del año siguiente. Aquéllos que hubieren laborado
una parte del año, tendrán derecho a recibtr la parfe
proporcional de acuerdo con el tiempo laborado."

Artículo 45.- Los Poderes del Estado y /os
Municipios están obligados con sus trabajadores a:

tl
XlV.- De acuerdo con la partida que en el
presupuesto de egresos se haya fijado para tal

r* Aplicable de conformidad con el articulo 105 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de
Morelos.
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efecto, cubr¡r !a indemnización por se'paracion
injustificada, cuando los trabajadores de ba$e hayan
optado por ella y pagar en una sola exhibicion, los
sa/arios caídos que nunca podrán ser superiores a
sers meses, prima vacacional, aguinaldosly demas
prestaciones que establezca el laudo definitivo.

El énfasirs e pro p¡

Por tanto, la autoridad demandada debe
actora por concepto de agu¡naldo, la parte prc
año dos mil veinte, agu¡naldo del año dos mil
parte proporc¡onal que corresponde al año dss
la cantidad de    

   cant¡dad que se obtuvo dersp

las siguientes operaciones aritmeticas:

Cantidad que deberá actualizarse hasta
de lo condenado en esta resolución.

S

r,â pagar a la

rporcional del
veintiuno y la
mil veintidós,

di
ués de realizar

el pago total

Asimismo, es procedente condenar a
demandada al pago de las vacaciones y prin
correspondientes a la parte proporc¡onal del prin
segundo periodo del año 2020,|os periodos corre
año 2021 y la parte proporcional que correspond
es decir, un total de tres periodos vacacir
proporcionales al año 2020 y 2Ae2. Ën conse
error u omisión de carácter aritmético, se condena
demandada a pagar al actor la cantidad de

tales conceptos, que se obtiene despues
siguientes operaciones aritméticas:

la autoridad
¡a vacacional
rero periodo y
spondientes al

a al año 2022,
¡nales y los
;uencia, salvo
a la autoridad

e realizar lasq
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Cantidad que deberá actualizarse hasta el pago total
de lo condenado en esta resolución.

VIII. EFECTOS DE LA SENTENCIA

Dada la ilegalidad de la remoción, de conformidad con lo
que se ha expuesto, se condena a la autoridad demandada al

cumplimiento de las prestaciones a favor de actor 
consistentes en:

a) El pago de la indemnización constitucional por la
cantidad de   

  

N.), por concepto de tres meses de salario.

b) El pago de la indemnización constitucional
consistente en el pago de veinte días por cada año de
servicio, por la cantidad de    

     

c) El pago de salarios que dejó de percibir la demandante
a partir del primero de junio de dos mil veinte, que
asciende al día treinta y uno mayo de dos mil
veintidós, a un total de $   
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cantidad liquida que, salvo error u omisión de carácter
aritmético,
autoridad de
en la presente sentencia

d) El pago de la prima de antigüedad ror la cantidad de
     

  por todo el tiempo que duró la relación
administrativa.

e) El pago del aguinaldo, por la cantidad de 
    

cantidad liquida que, salvo error u omisiión de carácter
aritmético, deberá actualizarse hasta en tanto la
autoridad dem,andada haoa oaoo total de lo condenan do
en la tencia

f) El pago de las vacaciones y prima vacacional, por la
cantidad de    

    cantidad que
deberá rse hasta e pa total de lo condenado
en esta ución

En el cumplimiento de la condena, la autoridad demandada
delcerá exhibir los comprobantes fiscales digÍtales por internet
(CFDI), que contengan el desglose de las cantidades,
prelstaciones y deducciones legales, es decir, conforme a la
obligación que asiste a la autoridad demandada por las normas
fiscales.

Lo que deberán hacer en el termino improrrogable de DlEz
oíns contados a partir de que cause ejecutoria la presente
res;olución e informar dentro del mismo término su cumplimiento
a la cuarta sala Especializada en Responsabilidades
Administrativas de este Tribunal, apercibiéndole que en caso de
no hacerlo se procederá en su contra conforme a lo establecido
en los artículos 90 y 91 de la Ley de Justicia l\dministrativa del
Estado de Morelos.

A dicha observancia están obligadas las autoridades, que
aúrr y cuando no han sido demandadas en el presente juicio, por
su$ funciones deban intervenir en el cumplimiento de esta

38



TJA
TRIBUNAL DE JUSTIC]AADfVINISTRAÏIVA

DEL ESTADO DE iVORELOS

T J A,/4" S ER A/J R A E M -O 1 9/2 O 20

sentencia. Lo anterior, con apoyo en la tesis de jurisprudencia

sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia

de la Nación, de rubro y texto siguientes:

''AUTORIDADES NO SEÑAI,ADAS COMO
RESPONSABLES. ESTÁN OBUGADAS A
REALIZAR LOS ACTOS NECESÁR/OS PARA EL
EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE
AMPARO.29

Aun cuando /as autoridades no hayan sido
designadas como responsab/es en el juicio de
garantías, pero en razon de sus funciones deban
tener intervencion en el cumplimiento de la ejecutoria
de amparo, estan obligadas a realizar, dentro de /os
limites de su competencia, fodos ios acfos
necesarios para el acatamiento íntegro y fiel de dicha
sentencia protectora, y para que logre vigencia real
y eficacia práctica."

Por lo expuesto y fundado, este Tribunal

RESUELVE

PRIMERO. Este Tribunal Pleno es competente para

conocer y resolver el presente asunto de conformidad con los

razonamientos vert¡dos en el primer punto de las razones y

fundamentos de la presènte resolución.

SEGUNDO. Se decl
impugnado.

la nulidad lisa y llana del acto

":I-ËRCERO. Se co a la autoridafl,,demandada al

es señaladas en el apartado
?

cumplimiento de las p on

considerativo Vlll de esta resolución. Lo que deberán hacer erl€l
término improrrogable de DIEZ OínS contados a partir de que
cause ejecutoria la presente resolución e informar dentro del

mismo término su cumplimi'ènto a la Cuarta Sala Especializada
en Responsabilidades Administrativas de este Tribunal,
apercibiéndoles que en caso de no hacerlo se procederá en su

contra conforme a lo establecido en los artículos 90 y 91 de la
Ley de Justicia Administrativa del Estado de Morelos.

r''No. Registro: 172,605. Jurisprudencia, fi,4ateria(s): Común. Novena Época, lnstancia. Primera Sala
Fuente: Semanario Judicialde la Federación y su gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Tesis. 1a.lJ 5712007
Pàgina. 144.
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CUARTO. En su oportunidad archívese el presente asunto
corno total y definitivamente concluido.

NOTIFíQUESE personalmente al actor; por oficio a las
autoridades responsables.

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los
integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del
Estado de fVlorelos, Magistrado Presidente Maestro en
DETEChO JOAQUÍN ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, TitUIAr dC IA

Quinta sala Especializada en Responsabilidades
Adrninistrativas3o; Magistrado Maestro en Drgrecho MARTÍN
JASSO DíAz, Titular de la Primera sala de lnstrucción,
Magistrado Licenciado en Derecho GUILLERMO ARROYO
CRUZ, Titular de la Segunda Sala de lnstrucción; Magistrado
Doctor en Derecho JORGE ALBERTO ESTIìADA CUEVAS,
Titular de la Tercera Sala de lnstrucción; y, Magistrado
Licenciado en Derecho MANUEL GARCíA QUINTANAR,
Titular de la cuarta Sala Especializada en Responsabilidades
Administrativas3l, ponente en el presente asunto; ante la
Licenciada ANABEL SALGADo cAplsrFrÁN, secretaria
General de Acuerdos, quien autori,za y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA A STRATIVA
DEL ESTADO DE MOR PILENO

MAGISTRADO P

ROQUE
t

zntez cEREzo
R DE LA QUINTA SA ESPECIA.LIZADA EN

RESPONSABILIDADES INISTRATIVAS

MAGIST o

M. EN D. MA SO DíA;Z
TITULAR DE LA PRIMERA SA E INSTRUCCIÓN

t" lbrrlcrn
31 En términos del articulo 4 fracción l, en relación
Trarrsitoria de la Ley Orgánica det Tribunal de Justicia
Morr:los, publicada el día '19 de julio de 2017 en et perró
número 5514

disposìción Séptima
Admin tiva del Estado de

erra y Libertad'

SIDEN

S
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LICENCIADO ROYO CRUZ
TITULAR DE LA SEGU E INSTRUCCIÓN

D ESTRADA CUEVAS
TITU ER RA SALA DE INSTRUCCION

MAG¡STRADO

LIC. EN D. MA UEL GARCIA QUINTANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABI LI DADES ADM I N ISTRATIVAS

SECR TARIA GE L DE ACUERDOS

LICE CIADA ALGADO CAPISTRAN

La Licenciada ANABEL O CAPISTRAN, Secretaria General de Acuerdos,
CERTIFICA: la presente firmas corresponde a la resolución emitida por este Tribunal
de Justicia Admini a I Estado de Morelos, en el expediente número
TJA/4"SERA/J 19t202 promovido por , en contra del

SE ETARIO E IDAD PÚBLICA DEL MUNICIPIO DE XOXOCOTLA, MORELOS
m a que fue ba n sesión de Pleno del dia ocho de junio de dos mil veintidós
c
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"En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la Ley General 
de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 3 fracción 
XXI, 68 fracción IV, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 Y 167 de 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos, 
en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como 
reservada o confidencial que encuadra en estos supuestos normativos ".




